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Ley De Ampliación De Uso Del Subsuelo Del Parque Braulio 

Carrillo Conocido Como Parque La Merced, Propiedad De La 

Municipalidad De San José 

 

Expediente N.° 23.378 

 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

 

La Municipalidad es por mandato constitucional (art. 169 Constitución Política), 

administradora de los intereses y servicios de la comunidad del cantón de su 

jurisdicción, para lo cual posee autonomía administrativa, política y financiera 

(artículo 170 Constitución Política). Tal y como lo ha analizado la Sala 

Constitucional, esa autonomía esencialmente se origina en el carácter 

representativo de ser un gobierno local, encargado de administrar los intereses 

locales y por ello las municipalidades pueden definir sus políticas de desarrollo 

(planificar y acordar programas de acción), en forma independiente (voto 10136-

00). Por su parte, el Código Municipal, artículo 4, establece que esa autonomía 

conlleva, entre otras atribuciones, la de administrar y prestar los servicios públicos 

municipales, así como velar por su vigilancia y control, además de promover un 

desarrollo local participativo e inclusivo, que contemple la diversidad de las 

necesidades y los intereses de la población. En el caso del cantón de San José se 

ha evidenciado, que como capital del país sufre de una gran saturación de vehículos 

circulando y estacionados en las vías, lo que genera un caos vial, aunado a que en 

el centro existen pocos parqueos públicos que resultan insuficientes para atender la 

demanda. Es claro que las dificultades de estacionamiento desincentivan a las 

personas a disfrutar de los parques y las áreas públicas del centro de la ciudad, así 

como realizar compras en los mercados municipales cercanos.  
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Por esta razón, la municipalidad y el diputado que suscribe este proyecto de ley, 

impulsamos un proyecto que busca ofrecer a los ciudadanos que ingresan a San 

José en sus vehículos, mayores posibilidades de un estacionamiento cómodo y 

seguro. Considerando opciones al respecto, los parques y plazas públicas del centro 

de San José constituyen terrenos invaluables que pueden y deben ser 

aprovechados al máximo, siendo que, sin afectar las áreas públicas, el subsuelo 

puede ser utilizado para diversos usos como parqueos públicos, museos, 

bibliotecas, entre otros. En este caso particular, se pretende iniciar tales proyectos 

con la construcción de un parqueo público en el Parque Braulio Carrillo, más 

conocido como Parque La Merced, en asocio con la empresa privada, que facilite a 

los usuarios y visitantes de la ciudad, al Hospital San Juan de Dios, a los mercados 

Central y Borbón y demás edificios cercanos, un sitio seguro para estacionar sus 

vehículos en un lugar con una ubicación estratégica.  

De igual manera, el parque será remozado y se instalarán nuevas facilidades que 

permitan el disfrute pleno de esta reconocida área pública. Ahora bien, se tiene en 

consideración que el artículo 261 del Código Civil (Ley 63 del 01/01/1888), establece 

con claridad lo que son los bienes públicos y su situación jurídica, de donde se 

distinguen dos condiciones o regímenes para los bienes públicos: los públicos de 

uso público, denominados demaniales o de dominio público, que siendo de 

titularidad pública se encuentran afectados al uso general o al servicio público por 

su mismo uso o porque la ley les otorgó expresamente el carácter de bienes 

demaniales. Por otra parte, los bienes públicos de uso privado, denominados 

patrimoniales, que, siendo públicos por pertenecer a la administración pública son 

para uso privado de ésta y no poseen el carácter de demaniales, por lo que pueden 

ser adquiridos, gravados y transmitidos por la administración actuando como un 

particular.  
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Al respecto, en diversos dictámenes, tal como el C-050-2007 de febrero del 2007, 

la Procuraduría General de la República (PGR) ha establecido: "En razón del 

régimen jurídico aplicable, tradicionalmente los bienes públicos se diferencian entre 

bienes de dominio público o demaniales y bienes públicos patrimoniales o de 

derecho privado. Tanto los bienes demaniales como los patrimoniales son bienes 

públicos, porque su titularidad corresponde a un ente público. Es el criterio subjetivo 

de su pertenencia el que determina el carácter público y la diferencia respecto de 

los bienes privados. Pero, además, el régimen jurídico de los bienes públicos es 

particular, por lo que se diferencia total o parcialmente del aplicable a los bienes de 

que son titulares los sujetos privados, lo cual deriva del hecho de que los entes 

públicos justifican su existencia en la satisfacción del interés público; ergo, los 

bienes de que son titulares deben ser usados y dispuestos en orden a dicha 

satisfacción.  

Existe siempre en los bienes una vinculación con el fin público, mayor en el caso de 

los bienes demaniales, menor pero siempre existente, en el caso de los 

patrimoniales.” Esta condición de demanialidad afecta al inmueble en todos sus 

alcances: en el suelo, el aire y el subsuelo, esto, aunque no se establece en norma 

particular, se colige de algunos preceptos legales, tales como lo dispuesto en el 

artículo 505 del Código Civil: "El derecho de propiedad no se limita a la superficie 

de la tierra, sino que se extiende por accesión a lo que está sobre la superficie y a 

lo que está debajo. Salvadas las excepciones establecidas por la ley o la 

convención, el propietario puede hacer arriba todas las construcciones o 

plantaciones que le convenga, y hacer debajo todas las construcciones que juzgue 

a propósito y sacar de esas excavaciones todos los productos que puedan darle...” 

También se deduce esto de lo señalado en el artículo 10 de la Ley de 

Construcciones, que establece que, al ejecutar una obra particular "...no podrá 

invadirse la vía pública ni el subsuelo de la misma sin permiso escrito de la 

municipalidad'.  
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Además, este tema ha sido analizado por la jurisprudencia administrativa y judicial, 

que para el caso se cita por ejemplo la Opinión Jurídica OJ-102-2014, de setiembre 

de 2014, en el que la Procuraduría, a propósito del proyecto de ley (17938) que 

procuraba regular el régimen jurídico del subsuelo, (expediente a la fecha 

archivado), determinó: "Conviene empezar recordando que el derecho de propiedad 

debe ser interpretado de acuerdo a su principio de función social (artículo 45 

constitucional). Así se adecua la normativa a la realidad social y a las necesidades 

modernas como, por ejemplo, el avance de la técnica para edificar en el subsuelo 

(1), de indiscutible interés social y económico, con el desarrollo de redes 

subterráneas de electrificación, transporte público y proyectos de generación 

hidroeléctrica, entre otros. Este tema plantea inevitablemente el de la titularidad del 

subsuelo, al que refiere el proyecto de ley en consulta, y que ha sido objeto de 

diversas posiciones en el derecho comparado. En nuestro medio no se expresa en 

la Carta Magna la regulación del subsuelo como parte de los bienes demaniales, 

pero sí se dispone que algunos componentes de éste pertenecen al Estado bajo 

ese carácter (artículo 121 inciso 14 apartes a) y b). ...siguiendo la teoría del interés 

del propietario del suelo como punto fundamental para determinar la extensión 

vertical de la propiedad, al día de la fecha no puede afirmarse que exista seguridad 

jurídica en la delimitación del subsuelo como propiedad privada y sus límites, siendo 

necesario diferenciar entre subsuelo próximo y remoto a este fin.  

Al mismo tiempo, cabe aseverar que las posibilidades del subsuelo no tienen 

únicamente trascendencia económica, sino que, por el contrario, la importancia 

radica en su utilidad, siendo imperioso que éste deje de ser un mero asiento de las 

edificaciones a las que sirve para tener contenido e interés propio " (Vázquez Matilla, 

Francisco Javier. Régimen jurídico del subsuelo en España. Biblioteca Jurídica 

Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM www.juridicas, unam. 

mx/publica/librev/rev/repjurad/cont/3/art/art3.pdf)  
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El artículo 505 de nuestro Código Civil señala que el derecho de propiedad se 

extiende por accesión a lo que está sobre y debajo de la superficie, salvo las 

excepciones que la ley prevé: … Ese precepto se ubica dentro del Título X, Capítulo 

I "Del derecho de accesión respecto de los inmuebles", estableciendo el supuesto 

de titularidad del espacio aéreo y del subsuelo por accesión; y no presume la 

titularidad si no se ha utilizado o no hay un interés razonable y proporcionado a la 

posibilidad real de su uso, de acuerdo con las normas urbanísticas, constructivas y 

ambientales… ...la Sala Primera (183-F-91 de 14:15 del 18 de Oct.1991) interpreta 

el numeral 505 del Código Civil en forma evolutiva según el contexto actual y no 

simplemente gramatical, señalando que los límites máximos del propietario están 

en función del interés común, o el fin público, y en ausencia de éstos, hasta donde 

llegue la posibilidad y capacidad de ejercer la propiedad (sentencias 183-F-91 de 

14:15 hrs. del 18 de octubre de 1991, 751-F-2000 de 10:20 hrs. del 6 de octubre del 

2000, considerando VIII, y 431-F-OO de 15:55 hrs. del 7 de junio del 2000, 

considerando VI). "XXV-… Esta Sala debe advertir en primer término, que en Costa 

Rica no existe norma expresa que le otorgue la propiedad del subsuelo al Estado ni 

al propietario de la superficie. Sin embargo, es cierto que algunas normas tienden a 

otorgar el dominio de este espacio al Estado, ejemplo de ello lo constituyen los 

cardinales 121 inciso 14) de la Constitución Política y 1 del Código de Minería, de 

ahí la razón por la cual el Tribunal cita diversa normativa en el fallo cuestionado. 

Pero mientras no exista norma clara al respecto, indudablemente debe acudirse a 

los métodos de interpretación, integración y delimitación del ordenamiento jurídico, 

para dar solución al caso concreto (teoría de los artículos 9 al 14 del CC y 7 de la 

Ley General de la Administración Pública). De conformidad con lo anterior, para esta 

Cámara, la teoría del interés del propietario de la superficie citada en la sentencia, 

resulta aplicable al caso concreto, incluso debe ser analizada conjuntamente con lo 

dispuesto en el artículo 505 del CC y 45 Constitucional.... El propietario es dueño 

de la superficie de su propiedad, de esto no hay duda alguna. Empero, para alegar 

derecho alguno hacia el subsuelo, necesariamente debe demostrar que en ese sitio 

de la naturaleza existen obras construidas que por accesión forman parte de lo que 

está construido en la superficie.  
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Según la norma transcrita, salvo aquellos límites que por ley existan sobre la 

propiedad (que pueden ser de índole urbanísticos o mineros, por ejemplo) no se 

niega al propietario de la superficie, la posibilidad de utilizar el subsuelo de ella para 

la construcción de diversas obras de índole civil y comercial o ya sea para su 

explotación. Pero debe advertirse aquí, que no solo en la ley y la convención se 

observan excepciones a este derecho, puesto que también se desprenden de las 

normas y principios constitucionales descritos en el considerando anterior. En este 

postulado, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, indican que el derecho 

de propiedad no se extiende para arriba o abajo a niveles que normalmente no 

pueden ser utilizados por el propietario. Se trata de un límite natural o sustancial del 

derecho de propiedad. En otros términos, puede el dueño del suelo, explotar el 

subsuelo, siempre y cuando se atenga a los límites que establecen las normas 

legales (minas, aguas, planificación urbana, etc.) y la propia constitución 

(razonabilidad y proporcionalidad). Aquí es donde converge la teoría del interés real 

de uso que debe ser acreditado por el propietario de la superficie, ya que no es 

suficiente alegar que el subsuelo le pertenece, debe demostrar que hacia abajo es 

propietario por accesión de otras construcciones o al menos, que tiene un interés 

real de uso de ese espacio (por ejemplo, que dispone alguna concesión minera o 

de cantera).  

 

Explicado de otra forma, la extensión del dominio sobre el subsuelo que tiene el 

propietario de la superficie, está delimitada por el interés que tenga sobre ese 

espacio físico, sea la posibilidad real y actual de su utilización; de lo contrario, y en 

caso de ser requerido ese espacio por la Administración para el desarrollo de obras 

de interés público, indudablemente tendrá preferencia sobre el dueño de la 

superficie, sin necesidad de precio alguno ni de servidumbre. De acuerdo con esta 

línea jurisprudencial, no se ha considerado una profundidad específica en el 

subsuelo para el reconocimiento de la titularidad del dueño de la superficie, lo que 

sí se exige es que éste demuestre un interés manifiesto y razonable en su 
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aprovechamiento; de no ser así, es legítima su utilización para obras de interés 

público, sin que medie expropiación o servidumbre, siempre y cuando se respeten 

los lineamientos legales y técnicos de urbanismo, construcción y ambientales.  

Sin perjuicio de lo expuesto, debe tomarse en cuenta que las regulaciones sobre el 

subsuelo, o su interpretación jurídica, no afectan el régimen de dominio público de 

los bienes que pudiesen hallarse en él. Bajo ese entendido, el Estado tiene el 

dominio absoluto, inalienable e imprescriptible de todos los recursos minerales que 

existen en el territorio nacional y en su mar patrimonial, cualquiera que sea el origen, 

estado físico o naturaleza de las sustancias que contengan (artículos 121 inciso 14 

aparte b) de la Constitución Política; I y 4 del Código de Minería), y el derecho de 

propiedad particular no comprende los recursos minerales subyacentes sólo 

susceptibles de explotación mediante concesión (artículos 1, 2 y 12 del Código de 

Minería; dictamen C-142-87 de 17 de julio de 1987). Y en el caso de concesiones 

mineras, el artículo 13 del Código de Minería establece que el prisma vertical de 

profundidad indeterminada que comprende constituye un inmueble distinto y 

separado del terreno superficial donde está ubicado, y se rige por las mismas 

normas de los demás bienes inmuebles y por las normas especiales contenidas en 

la legislación minera. Son inmuebles accesorios de la concesión las construcciones 

y las instalaciones permanentemente destinadas a sus operaciones, las cuales son 

consideradas como inmuebles…”. 

 

Ahora bien, dando por entendido que el subsuelo es parte de la propiedad, resulta 

claro que la demanialidad de los bienes públicos se extiende al subsuelo y que a 

este le cubren las disposiciones del régimen jurídico del demanio público. Así, la 

misma vinculación esencial al fin público de los bienes demaniales implica un 

régimen especial de afectación y desafectación. En cuanto a la afectación, como 

señala el mencionado artículo 261 del Código Civil, los bienes pueden constituirse 

en demaniales al ser entregados al uso público o por disposición legal. Por otra 

parte, la desafectación, por principio opera de la misma forma en que se constituye, 

por lo que los bienes que por disposición legal se encuentran destinados al uso 
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público, tales como las vías, los parques, plazas y jardines, solo pueden salir de ese 

régimen por disposición legal. El artículo 262 del Código Civil dispone que para que 

tales bienes pierdan su demanialidad se requiere de aprobación legislativa.  

 

En resumen, considera el diputado que suscribe la presente iniciativa de ley que 

para que un bien demanial varíe su fin, sea que se destine a otro fin público distinto 

del original o salga por completo del uso público, se requiere de autorización legal, 

si fue constituido por ley. Por tanto, se somete a consideración de las señoras 

diputadas y de los señores diputados, el presente proyecto de ley para ampliar el 

uso del inmueble objeto de este proyecto de ley, utilizando el subsuelo de este en 

otro uso distinto del de parque, pero que resulta totalmente compatible y más bien 

se constituye en una facilidad, sin alterar o limitar el uso en el suelo del parque como 

actualmente se utiliza. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

 

DECRETA: 

 

LEY DE AMPLIACIÓN DE USO DEL SUBSUELO DEL PARQUE 

BRAULIO CARRILLO CONOCIDO COMO PARQUE DE LA 

MERCED, PROPIEDAD DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ 

 

ARTÍCULO 1.- Se modifica el uso del subsuelo, de demanial a patrimonial, del 

inmueble propiedad de la Municipalidad de San José, cédula jurídica número tres-

cero uno cuatro cero-cuatro dos uno dos cero, actualmente destinado al Parque 

Braulio Carrillo, conocido como Parque de La Merced, ubicado en el distrito Hospital 

del cantón central de San José, entre avenidas dos y cuatro, calles doce y catorce, 

frente a la Iglesia de La Merced. Inmueble inscrito en el Registro Público de Bienes 

Inmuebles, partido de San José, bajo el sistema de folio real matrícula número uno-

siete dos nueve ocho nueve dos-cero cero cero (1-729892-000), plano catastrado 

SJ-dos dos dos cero tres nueve cuatro-dos mil veinte (SJ-2220394-2020), que 

posee naturaleza de parque y mide seis mil ochocientos quince metros cuadrados 

(6815m2); de manera que, conservando el predio descrito, su naturaleza de parque 

en su superficie, el subsuelo de este pueda ser utilizado como parqueo subterráneo 

u otra de interés público, de manera que, la Municipalidad de San José, construya 

y opere un estacionamiento público para vehículos automotores en varios niveles 

del subsuelo, además de otros usos complementarios acordes a la zonificación 

existente.  
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ARTÍCULO 2.- Para todos los efectos legales, se mantiene la naturaleza demanial 

del inmueble descrito en su superficie, la cual no podrá ser alterada, modificada o 

limitada en ningún aspecto en cuanto a su uso público de parque, salvo las mejoras 

que la Municipalidad de San José considere para beneficio de la comunidad. 

 

ARTÍCULO 3.-  Autorización a la Notaría del Estado 

Se autoriza a la Notaría del Estado para que proceda a formalizar e inscribir en el 

Registro Público la escritura de cambio de uso descrita en el Artículo 1 y Artículo 2; 

además queda facultada para actualizar y corregir la naturaleza y cualquier error, 

diferencia u omisión relacionados con los datos del inmueble, así como cualquier 

otro dato que sea necesario para su debida inscripción.  Su inscripción estará exenta 

del pago de honorarios y de todo tipo de derechos y timbres. 

 

 

Rige a partir de su publicación.  

 

 

 

Danny Vargas Serrano 

Diputado 

 

 

 

 

El expediente legislativo aún no tiene Comisión asignada 

 
 


